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I.	 PRESENTACIÓN

A diez años de la creación de la Unidad Fiscal Especializada en Violencia contra las Mujeres (UFEM), 
el siguiente documento ofrece una actualización del primer dossier de debida diligencia (2017) sobre 
la base de los posteriores pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante, Corte IDH) en torno a este deber estatal. 

El deber de debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar hechos de violencia contra las mujeres 
nace de las obligaciones genéricas asumidas por los Estados con la suscripción de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (CADH) y de las obligaciones específicas que impone la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de 
Belém do Pará). Además, la Corte IDH ha establecido que, en un contexto de violencia, subordinación 
y discriminación histórica contra las mujeres, estos compromisos internacionales “imponen al Estado 
una responsabilidad reforzada”1. En ese marco, el cumplimiento del deber de investigar del artículo 7 
de la Convención de Belém do Pará2 se exige a partir de que el hecho en cuestión, en su materialidad, 
presente características que, apreciadas razonablemente, indiquen la posibilidad de que se trate de 
un hecho de violencia contra la mujer3.

En los últimos años, la Corte IDH se ha pronunciado sobre los alcances de este deber estatal en 
distintas manifestaciones de la violencia de género: femicidio en caso de violencia doméstica, 
femicidio contra defensoras de los derechos humanos, violencia sexual en contexto educativo, violencia 
y discriminación contra LGBTIQ+, violencia obstétrica, y atentados contra defensoras de DDHH, entre 
otros. A continuación, se presenta una selección de los principales estándares sobre debida diligencia 
en estos casos con el objetivo de fortalecer la labor de las fiscalías en la investigación y litigio de 
casos de violencia de género, en los términos de la normativa mencionada (art. 7, inc. b, Convención 
de Belém do Pará). 

1.   Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, 
párrafo 283. Este criterio fue reiterado por la Corte en los fallos:. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala, Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas, Sentencia de 19 de mayo de 2014 y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de noviembre de 2015, nota al pie 293, entre otros.

2.   Artículo 7: “Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin 
dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: a. abstenerse de cualquier acción o práctica de 
violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; 
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles 
y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o 
poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; e. tomar todas las medidas apropiadas, 
incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que 
respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido 
sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; g. establecer los 
mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño 
u otros medios de compensación justos y eficaces, y h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta 
Convención”. Capítulo III Deberes de los Estados. Artículo 7 b).

3.   Corte IDH: “Velásquez Paiz y otro vs. Guatemala”, nota al pie 293, y “Véliz Franco y otros vs. Guatemala” nota al pie 254.

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_277_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_277_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_277_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_307_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_307_esp.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html


8 | Unidad Fiscal Especializada en Violencia contra las Mujeres | MPF

Asimismo, se sugiere leer este documento de manera complementaria a otros dossier temáticos 
elaborados por UFEM tales como: Dossier de jurisprudencia y doctrina N° 10: Mujeres y LGBTIQ+ 
privadas de libertad, Dossier de jurisprudencia y doctrina N° 8: Violencia Sexual (Actualización); 
Dossier de jurisprudencia y doctrina N° 7: La debida diligencia en investigaciones por violencia 
contra personas LGBTI+, como así también los Cuadernillos de jurisprudencia de la Corte IDH sobre 
Derechos Humanos de las mujeres y sobre Derechos de las personas LGBTI. 

https://www.mpf.gob.ar/ufem/files/2025/04/Dossier_UFEM_N10-mujeres-y-LGTBIQ-en-prision-PJ.pdf
https://www.mpf.gob.ar/ufem/files/2025/04/Dossier_UFEM_N10-mujeres-y-LGTBIQ-en-prision-PJ.pdf
https://www.mpf.gob.ar/ufem/files/2023/03/Dossier_UFEM_N8-Violencia-Sexual.pdf
https://www.mpf.gob.ar/ufem/files/2021/11/Dossier_UFEM_Debida-Diligencia_LGBTI.pdf
https://www.mpf.gob.ar/ufem/files/2021/11/Dossier_UFEM_Debida-Diligencia_LGBTI.pdf
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II.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA. MARCO CONVENCIONAL. OBLIGACIONES 
ESTATALES GENERALES

«En lo que respecta al literal b4, la Corte nota que los Estados pueden incurrir en responsabilidad 
internacional por no actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, sancionar y reparar 
los actos de violencia contra las mujeres, lo que constituye un deber aplicable a actos cometidos 
incluso por particulares. Al respecto, “[l]a norma de la debida diligencia, en el marco del derecho 
internacional de los derechos humanos ha pasado a ser el parámetro más utilizado para medir el nivel 
de cumplimiento por los Estados de su obligación de prevenir y responder a los actos de violencia 
contra las mujeres”5. En esa medida, es fundamental para definir las circunstancias en que el Estado 
puede estar obligado por acciones u omisiones de particulares, y comprende la organización de toda 
la estructura estatal tanto para prevenir como para responder adecuada y efectivamente a estos 
problemas. Así, actuar con debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra 
las mujeres implica una obligación de organizar y coordinar el aparato estatal para garantizar a las 
mujeres una vida libre de violencia y requiere, además, de la adopción de medidas para hacer frente 
a las diferentes expresiones de violencia y para atacar las causas estructurales que la provocan»6. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 76.

“(...) la Corte destaca que el deber de debida diligencia tiene un vínculo con la prohibición de la 
discriminación (…), debido a que es deber de los Estados enfrentar y responder a la violencia contra 
las mujeres mediante la adopción de medidas que impidan su perpetuación, y con la obligación de 
los Estados de garantizar el acceso a recursos judiciales efectivos, al que se refiere el artículo 25 de 
la Convención Americana. En esa medida, las fallas en el deber de debida diligencia, tratándose de 
violencia contra las mujeres, constituyen una forma de discriminación violatoria de la Convención de 
Belém do Pará y de la Convención Americana”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 77.

“(...) la Corte encuentra que la Convención de Belém do Pará pone especial atención en la legislación, 
lo que se evidencia en los mandatos que se desprenden de los incisos c, e, f, g y h de su artículo 7. 
Lo anterior, porque la legislación puede proporcionar la base para un enfoque integral y eficaz para 

4.   Nota UFEM: hace referencia al artículo 7 b. de la Convención de Belém do Pará.

5.   Cita interna: Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI). Guía para la aplicación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), 2014, pág. 42.

6.   Cita interna: Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 205, párr. 234.

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_550_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_550_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_550_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_550_esp.pdf
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combatir la violencia contra las mujeres, y es un requisito indispensable para atacar la impunidad. 
Así, la Corte estima que en lo referido al literal c, como parte de las obligaciones estatales en materia 
de debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y en atención 
a lo dispuesto en la Convención de Belém do Pará, se debe elaborar y aplicar efectivamente un marco 
normativo orientado a proteger y promover plenamente los derechos humanos de las mujeres, lo 
que incluye la obligación de tipificar las manifestaciones de violencia y armonizar el marco jurídico 
existente a los mandatos de la Convención de Belém do Pará, de modo que las autoridades puedan 
ofrecer una respuesta inmediata y eficaz a las denuncias, y prevenir adecuadamente la violencia 
contra las mujeres”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 78

«(...) en casos de violencia contra la mujer, las obligaciones generales previstas por los artículos 8 y 
25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan con las obligaciones provenientes de 
la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b), dicha Convención obliga de manera específica 
a los Estados Parte a utilizar la “debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer”. A su vez, el artículo 7.f) dispone que los Estados deben “establecer procedimientos 
legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, 
medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos”. De tal modo, 
ante un acto de violencia contra una mujer, resulta particularmente importante que las autoridades a 
cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber 
de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla 
y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección». 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 94.

“(...) la Convención de Belém do Pará prevé que el Estado está obligado a utilizar la debida diligencia 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Así, las disposiciones del artículo 7.b 
de dicho instrumento especifican y complementan tales obligaciones. En estos casos las autoridades 
estatales deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva una vez 
que tomen conocimiento de posibles hechos que constituyan violencia contra la mujer, incluyendo 
la violencia sexual. Esta obligación de investigar debe tomar en cuenta el deber de la sociedad de 
rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar 
confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección”. 

Corte IDH. Caso Valencia Campos y otros Vs. Bolivia. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de octubre de 2022, párr. 268.

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_550_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_550_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_469_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_469_esp.pdf
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“(...) la Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una obligación de 
medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión 
de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o 
de la aportación privada de elementos probatorios. Además, la investigación debe ser seria, objetiva 
y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, y eventual 
enjuiciamiento y castigo de los autores de los hechos”7. 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 128. 

“Cabe recordar que, en casos de violencia contra la mujer, las obligaciones generales previstas por 
los artículos 8 y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan, con las obligaciones 
provenientes de la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b), dicha Convención obliga 
de manera específica a los Estados Parte a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer. De tal modo, ante un acto de violencia contra una mujer, resulta 
particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con 
determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra 
las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las 
instituciones estatales para su protección”. 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 129. 

“(...) en casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones genéricas 
contenidas en la Convención Americana, obligaciones específicas a partir de la Convención de Belém 
do Pará, las cuales irradian sobre esferas tradicionalmente consideradas privadas o en que el Estado 
no intervenía8. Este tratado regional dirigido específicamente a combatir la violencia contra la mujer 
contiene una definición amplia de lo que es violencia contra la mujer en sus artículos 1 y 2. Además, 
la propia Convención de Belém do Pará, en su artículo 2, incluye el secuestro como una de las 
conductas comprendidas dentro del concepto de violencia contra la mujer. Por otro lado, en su 
artículo 7 instituye deberes estatales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, 
que especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado respecto al cumplimiento de los 
derechos reconocidos en la Convención Americana, tales como los previstos en los artículos 4 y 5. Al 
respecto, el Tribunal ha establecido que los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir 
con la debida diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En particular, deben contar con 
un adecuado marco jurídico de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de 

7.   Cita UFEM: En el mismo sentido ver Corte IDH, Caso Fernández Ortega. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de agosto 
de 2010, párr. 191 y 193.

8.   Cita interna: Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 362, párr. 131. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_435_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_435_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_435_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_435_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
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prevención y prácticas que permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia 
de prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir los factores de riesgo y a la vez fortalecer las 
instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva a los casos de violencia contra la 
mujer”. 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 90.

«La Corte, teniendo en cuenta las disposiciones mencionadas, ha explicado que la “violencia dirigida 
contra una mujer por ser mujer o la violencia que afecta a la mujer de manera desproporcionada, es 
una forma de discriminación en contra de la mujer”, que se relaciona con la “manifestación de las 
relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”. Los deberes establecidos 
en la Convención de Belém do Pará complementan y especifican las obligaciones establecidas en 
la Convención Americana para cumplir los derechos establecidos en este tratado. Al respecto, el 
Tribunal ha establecido que “los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir con la 
debida diligencia en casos de violencia contra las mujeres”, lo que incluye “contar con un adecuado 
marco jurídico de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención 
y prácticas que permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias”9. El carácter “integral” 
de la estrategia de prevención refiere a que la misma contemple la “preven[ción de] los factores de 
riesgo y a la vez [el] fortalec[imiento de] las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta 
efectiva a los casos de violencia contra la mujer”»10. 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de junio de 2020, párr. 113

“(...) se advierte que en este caso las obligaciones generales que se derivan de los artículos 5 y 11 de 
la Convención Americana son reforzadas por las obligaciones específicas derivadas de la Convención 
Interamericana contra la Tortura y la Convención de Belém do Pará. El artículo 7 de la Convención de 
Belém do Pará instituye deberes estatales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer que especifican y complementan las obligaciones que tiene el Estado respecto al cumplimiento 
de los derechos consagrados en los artículos 5 y 11 de la Convención. En virtud de las obligaciones 
específicas de la Convención de Belém do Pará, los Estados deben adoptar medidas integrales para 
cumplir con la debida diligencia en casos de violencia contra las mujeres; contar con un adecuado 
marco jurídico de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y 
prácticas que permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias. Asimismo, los artículos 1 y 
6 de la Convención Interamericana contra la Tortura, refuerzan la prohibición absoluta de la tortura 
y las obligaciones del Estados para prevenir y sancionar todo acto o intento de tortura y otros tratos 

9.   Cita interna: Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 258, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, párr. 180. 

10.   Cita interna: Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 258, y Caso López Soto y otros Vs. Venezuela, párr. 131.

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_431_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_431_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_405_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_405_esp.pdf
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crueles, inhumanos y degradantes en el ámbito de su jurisdicción”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 
180.

“En suma, al evaluar el cumplimiento de la obligación estatal de debida diligencia para prevenir, 
la Corte tendrá en cuenta que los hechos se refieren a un supuesto de violencia contra la mujer, 
circunstancia que exige una debida diligencia reforzada que trasciende el contexto particular en 
que se inscribe el caso, lo que conlleva a la adopción de una gama de medidas de diversa índole 
que procuren, además de prevenir hechos de violencia concretos, erradicar a futuro toda práctica 
de violencia basada en el género. Para ello, la Corte ya ha resaltado la importancia de reconocer, 
visibilizar y rechazar los estereotipos de género negativos, que son una de las causas y consecuencias 
de la violencia de género en contra de la mujer, a fin de modificar las condiciones socio-culturales que 
permiten y perpetúan la subordinación de la mujer”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 136. 

«La Corte ha señalado, en su jurisprudencia reiterada, que el deber de investigar es una obligación 
de medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de 
intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de 
la aportación privada de elementos probatorios. La obligación referida se mantiene “cualquiera sea 
el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus actos 
no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que 
comprometería la responsabilidad internacional del Estado”11. Asimismo, la debida diligencia exige 
que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para 
procurar el resultado que se persigue. De otro modo, la investigación no es efectiva en los términos 
de la Convención». 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 151. 

11.   Cita interna: Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 177, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 143. 
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III.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS DE 
FEMICIDIO

“Esta Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los Estados Partes 
están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos (artículo 25), los cuales deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido 
proceso (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que 
se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). Asimismo, esta Corte ha señalado en su jurisprudencia 
reiterada que, a la luz del deber de debida diligencia, en casos de privación del derecho a la vida de 
una persona, una vez que las autoridades estatales tengan conocimiento de los hechos, deben iniciar 
ex officio y sin demora una investigación seria, imparcial y efectiva, orientada a la determinación de la 
verdad y a la persecución, captura, y eventual enjuiciamiento y castigo de los responsables. Por otra 
parte, ha sostenido de forma reiterada que el deber de investigar es una obligación de medios y no de 
resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio, que no dependa única o 
necesariamente de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada 
de elementos probatorios. Finalmente, y de forma específica sobre el deber de debida diligencia, 
este Tribunal ha entendido que está garantizado si el Estado demuestra que ha emprendido todos los 
esfuerzos, en un tiempo razonable, para determinar la verdad de lo ocurrido e identificar y sancionar 
a los responsables”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 81.

«(...) la Corte reitera que las primeras fases de la investigación de cualquier muerte potencialmente 
ilícita son cruciales, ya que las fallas que se puedan producir en la recolección y conservación de 
evidencias físicas o en las autopsias pueden impedir u obstaculizar la prueba de aspectos relevantes 
y tener impactos negativos en las posibilidades de esclarecer lo ocurrido. Asimismo, un Estado 
puede ser responsable por dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas que hubieran sido de 
mucha importancia para el debido esclarecimiento de los homicidios”. Por esa razón, las autoridades 
que conducen la investigación deben investigar exhaustivamente y asegurar la escena del crimen; 
identificar científicamente, documentar, y reunir y preservar pruebas, y realizar el análisis del cuerpo 
o restos humanos en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos 
más apropiados». 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 82.

“(...) el deber de investigar con debida diligencia es mayor cuando existen indicios de que la víctima 
de una muerte potencialmente ilícita enfrentaba un contexto de violencia al interior de la familia. A 
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juicio de la Corte, ese deber de debida diligencia reforzada implica que se debe investigar lo ocurrido 
con perspectiva de género. Una investigación con perspectiva de género exige, en primer lugar, que 
las autoridades a cargo identifiquen tanto las conductas que causaron la muerte, como aquellas que 
causaron otros daños o sufrimientos físicos, psicológicos o sexuales a la mujer”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 86.

«En segundo lugar, una investigación con perspectiva de género exige investigar ex officio las 
posibles connotaciones discriminatorias de lo ocurrido, lo que implica, de acuerdo con el “Modelo 
de Protocolo Latinoamericano de Investigación de las Muertes Violentas de Mujeres por Razones de 
Género (femicidio/feminicidio)”, identificar: el contexto de la muerte; la disposición del cuerpo; los 
antecedentes de violencia entre la víctima y el victimario; el modus operandi; las relaciones familiares, 
de intimidad, interpersonales, comunitarias, laborales, educativas, o sanitarias que vinculan a la 
víctima y el victimario; la situación de riesgo o vulnerabilidad de la víctima al momento de la muerte, 
y las desigualdades de poder entre la víctima y el victimario». 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 87.

«En tercer lugar, una investigación con perspectiva de género de una muerte potencialmente ilícita 
de una mujer debe considerar posibles hipótesis del caso basadas en los hallazgos preliminares, 
que contemplen las razones de género como posibles móviles. Esto resulta especialmente relevante 
tratándose de casos de presuntos suicidios de mujeres, porque “los suicidios son una forma habitual 
de ocultar un homicidio por parte de su autor, presentando la muerte de la mujer como un suicidio o 
muerte accidental [, y] pueden ser un argumento usado por las personas a cargo de la investigación 
criminal para no investigar el caso y archivarlo como suicidio”». 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 88.

“La Corte observa que la valoración de HE sobre los motivos de la presunta inestabilidad emocional 
de la víctima, sin consideración de otros elementos de verificación y del contexto, se basa en 
estereotipos negativos de género. Conforme a estos estereotipos negativos, la ruptura de pareja 
generaría inestabilidad psicológica necesitada de atención psiquiátrica, y justificaría una hipótesis de 
suicidio, que presuntamente cancelaría la obligación de indagar de manera diligente otras líneas de 
investigación sobre la muerte potencialmente ilícita de una mujer. En ese sentido, la Corte señala que 
una investigación con perspectiva de género que satisfaga el estándar de debida diligencia reforzada 
y la garantía de no discriminación e igualdad ante la ley, no debe basarse en estereotipos negativos 
de género o juicios de valor sobre la vida privada de la víctima, y menos aún utilizarlos como criterio 
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para definir o descartar las líneas de investigación sobre un posible feminicidio, en la medida en que 
el uso de estereotipos por parte de las autoridades judiciales puede constituir un elemento indicativo 
de falta de imparcialidad”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 114.

“(...) la Corte considera que la falta de debida diligencia y celeridad excepcional en el proceso judicial 
orientado a restablecer los vínculos entre los abuelos maternos y su nieto C, constituyó una violación 
a la integridad psíquica de los primeros, lo que también constituye una violación del artículo 5.1 de 
la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento en perjuicio de Aída 
Luz González Castillo y Humberto Carrión Delgado”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 143.

“En cuanto a la alegada falta de debida diligencia en la investigación sobre los demás sospechosos, 
la Corte estima pertinente recordar la naturaleza del homicidio de Márcia Barbosa de Souza, toda 
vez que ello tiene consecuencias para el referido análisis, pese a que los hechos relacionados con 
el homicidio no estén dentro de la competencia temporal del Tribunal. En efecto, la Corte encontró 
que resulta verosímil que el homicidio de la señora Barbosa de Souza haya sido cometido por razones 
de género (...). Además, pese a los fuertes indicios de que la muerte violenta de Márcia Barbosa de 
Souza fue resultado de violencia de género, el Estado no realizó diligencia probatoria alguna para 
establecerlo”. 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 124.

“La Corte ha sostenido que la debida diligencia estará demostrada en el proceso penal si el Estado 
logra probar que ha emprendido todos los esfuerzos, en un tiempo razonable, para permitir la 
determinación de la verdad, la identificación y sanción de todos los responsables, sean particulares 
o funcionarios del Estado”. 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 127.

“La Corte también ha señalado que el deber de investigar tiene alcances adicionales cuando se trata 
de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de 
un contexto general de violencia contra las mujeres. A menudo es difícil probar en la práctica que 
un homicidio o acto de agresión violento contra una mujer ha sido perpetrado por razón de género. 
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Dicha dificultad a veces deriva de la ausencia de una investigación profunda y efectiva por parte de 
las autoridades sobre el incidente violento y sus causas. Es por ello que las autoridades estatales 
tienen la obligación de investigar ex officio las posibles connotaciones discriminatorias por razón de 
género en un acto de violencia perpetrado contra una mujer, especialmente cuando existen indicios 
concretos de violencia sexual, de algún tipo o evidencias de ensañamiento contra el cuerpo de la 
mujer (por ejemplo, mutilaciones), o bien cuando dicho acto se enmarca dentro de un contexto de 
violencia contra la mujer que se da en un país o región determinada. Asimismo, la investigación penal 
debe incluir una perspectiva de género y realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y 
en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género”. 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 130.

«Por otra parte, la jurisprudencia de la Corte ha señalado que un Estado puede ser responsable por 
dejar de “ordenar, practicar o valorar pruebas que hubieran sido de mucha importancia para el debido 
esclarecimiento de los homicidios”». 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 131.

“La Corte recuerda que (...) [en] las investigaciones llevadas a cabo en razón del homicidio de Márcia 
Barbosa de Souza (...) relacionadas con la eventual participación de otras cuatro personas en los 
hechos, no [se] cumplió con los más mínimos estándares de debida diligencia en virtud de la no 
realización de una serie de actos investigativos esenciales solicitados por el Ministerio Público (...) 
y de otros que debieron ser realizados para que se estableciera si el homicidio de la señora Barbosa 
de Souza había sido cometido en razón de su género. Además, se determinó que las investigaciones 
estuvieron permeadas por estereotipos de género, los cuales no solo fueron revictimizantes para los 
familiares de Márcia Barbosa de Souza, sino que también demuestran la ausencia de una perspectiva 
de género en la investigación”. 

Corte IDH. Caso Barbosa de Souza y otros Vs. Brasil. Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2021, párr. 172.
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IV.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS DE 
VIOLENCIA SEXUAL

“La Corte ha especificado que en una investigación penal por violencia sexual es necesario que i) 
la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y 
confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma tal que se evite o limite la necesidad de 
su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia 
como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo 
sea reducir las consecuencias de la violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico y 
psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del género que la 
víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; v) 
se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando 
muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando 
otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma inmediata el lugar de los hechos y 
garantizando la correcta cadena de custodia; vi) se brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la 
víctima durante todas las etapas del proceso, y vii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica 
a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo 
de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación”12. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 272.

“En cuanto a las entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber sido sometida a actos de 
tortura, la Corte ha referido que: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevante 
con libertad; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de tortura si se siente incómoda al 
hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la historia psicosocial y previa al arresto de la 
presunta víctima, el resumen de los hechos narrados por ésta relacionados al momento de su detención 
inicial, las circunstancias, el lugar y las condiciones en las que se encontraba durante su permanencia 
bajo custodia estatal, los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como los métodos 
presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir la declaración detallada. Por 
otro lado, la entrevista que se realiza a una presunta víctima de actos de violencia o violación sexual 
deberá realizarse en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza, y deberá 
registrarse de forma tal que se evite o limite la necesidad de su repetición”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 273.

12.   Cita UFEM: en el mismo sentido ver: Corte IDH. Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 16 de febrero de 2017, párr. 254, entre otros.
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“(...) esta Corte concluye que las investigaciones realizadas por la PGJEM y la FEVIM13 no se llevaron 
a cabo con debida diligencia, en tanto: (i) la recolección y manejo de la evidencia fue a todas luces 
ineficiente; (ii) las entrevistas y los exámenes médicos realizados no cumplieron con los requisitos 
necesarios en casos de víctimas de violencia sexual y/o tortura; (iii) no se les realizó exámenes 
ginecológicos ni se les aplicó el Protocolo de Estambul14 de manera inmediata; (iv) no se les prestó 
atención ginecológica, pese a haber denunciado ser víctimas de violencia sexual; (v) se las sometió 
innecesariamente a peritajes revictimizantes; (vi) la falta de adopción de otras medidas redundó en 
desmedro de la investigación, y (vii) no se le dio tratamiento a los elementos de prueba presentados 
por las víctimas”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 284.

“En el presente caso, la Corte ya hizo referencia a las deficiencias de las etapas iniciales de la 
investigación, especialmente en la recolección y manejo de la prueba (...). La negativa a tomar las 
denuncias realizadas por las mujeres, la falta de atención médica y ginecológica, la omisión de 
practicar los peritajes médico-psicológicos pertinentes -especialmente las pruebas ginecológicas-, así 
como el deficiente manejo de la evidencia recolectada, demuestran no solamente un incumplimiento 
a la debida diligencia, sino también que el Estado no realizó la investigación con una perspectiva de 
género, tal como el caso lo requería. Asimismo, la investigación de los hechos denunciados por las 
mujeres se caracterizó por declaraciones y conductas discriminatorias, estereotipadas y revictimizantes, 
afectando el derecho de acceso a la justicia de las mujeres víctimas del presente caso”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 310.
 
“La Corte declaró en la presente Sentencia, inter alia, que el Estado incumplió con el deber de 
investigar los actos de tortura y violencia sexual sufridos por las once mujeres víctimas del presente 
caso. Ello debido al retardo injustificado de 12 años desde el momento en que ocurrieron los hechos; 
a la falta de diligencia en el procesamiento de las denuncias y la recolección de la prueba; a la omisión 
de investigación de todos los posibles autores y el seguimiento de líneas lógicas de investigación, y a la 
ausencia de una perspectiva de género en las investigaciones aunado a un tratamiento estereotipado 
por parte de las autoridades a cargo de la investigación. Si bien esta Corte valora positivamente los 
avances hasta ahora alcanzados por el Estado con el fin de esclarecer los hechos, a la luz de sus 
conclusiones en esta Sentencia, dispone que el Estado deberá, en un plazo razonable y por medio de 
funcionarios capacitados en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género, 

13.   Nota UFEM: PGJEM es la abreviatura de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México y la FEVIM hace referencia a la Fiscalía Especial para 
la Atención de Delitos Relacionados con Actos de Violencia Contra las Mujeres. 

14.   Nota UFEM: Se refiere al “Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes” 
elaborado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2022).
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continuar e iniciar las investigaciones amplias, sistemáticas y minuciosas que sean necesarias para 
determinar, juzgar, y, en su caso, sancionar a los responsables de la violencia y tortura sexual sufrida 
por las once mujeres víctimas de este caso. Asimismo, deberá investigar los posibles vínculos entre 
los responsables directos y sus superiores jerárquicos en la comisión de los actos de tortura, violencia 
sexual y violación sexual, individualizando los responsables en todos los niveles de decisión sean 
federales, estaduales o municipales”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 338.

Debida diligencia reforzada y protección especial en investigaciones y procesos 
penales por violencia sexual en perjuicio de niñas, niños o adolescentes y deber de no 
revictimización  

«Así, cabe subrayar que las medidas especiales de protección que el Estado debe adoptar se basan 
en el hecho de que las niñas, niños y adolescentes se consideran más vulnerables frente a violaciones 
de derechos humanos, lo que además estará determinado por distintos factores, como la edad, las 
condiciones particulares de cada uno o una, su grado de desarrollo y madurez, entre otros. Como fue 
aseverado por el perito Cillero, la edad es un factor potencial de discriminación debido a que “las 
niñas y adolescentes por su edad no cuentan con legitimidad social o legal para tomar decisiones 
importantes en materia de educación, salud y en relación con sus derechos sexuales y reproductivos”. 
Además, conforme ya ha sido señalado por la Corte, en el caso de las niñas, dicha vulnerabilidad 
a violaciones de derechos humanos puede verse enmarcada y potenciada, debido a factores de 
discriminación histórica que han contribuido a que las mujeres y niñas sufran mayores índices de 
violencia sexual, especialmente en la esfera familiar». 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 100.

“La Corte ha indicado que, si bien el debido proceso y sus correlativas garantías son aplicables a 
todas las personas, en el caso de las niñas, niños y adolescentes, por fuerza de la protección especial 
derivada del artículo 19 de la Convención, el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones 
especiales en las que se encuentran, la adopción de ciertas medidas específicas con el propósito de 
asegurar un acceso a la justicia en condiciones de igualdad, garantizar un efectivo debido proceso 
y velar por que el interés superior se erija en una consideración primordial en todas las decisiones 
administrativas o judiciales que se adopten”. 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 102.

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_371_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_371_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_475_esp.pdf


Dossier de jurisprudencia y doctrina N° 10: Mujeres y LGBTIQ+ privadas de libertad | 21

“Conforme la Corte ha establecido, los Estados deben garantizar que (i) el proceso se desarrolle en 
un entorno que no sea intimidatorio, hostil, insensible o inadecuado a la edad de la niña, niño o 
adolescente; (ii) el personal encargado de recibir el relato, incluyendo autoridades fiscales, judiciales, 
administrativas, personal de salud, entre otras, esté debidamente capacitado en la materia, de modo 
que la niña, niño o adolescente se sienta respetado y seguro al momento de relatar lo que le sucedió 
y expresar su opinión y en un entorno físico, psíquico y emocional adecuado, que permita que relate 
los hechos ocurridos o sus vivencias de la manera que elija, sin la utilización de un lenguaje ofensivo, 
discriminatorio o estigmatizante por parte del personal; (iii) las niñas, niños y adolescentes sean 
tratados a lo largo del proceso penal con tacto y sensibilidad, explicándoles la razón y utilidad de 
las diligencias a llevarse a cabo o la naturaleza de los peritajes a los cuales se le someterá, siempre 
con base en su edad, grado de madurez y desarrollo, y conforme a su derecho a la información; (iv) 
las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia sexual tengan respectada su intimidad y la 
confidencialidad de la información, de ser el caso, evitando en todo momento la participación de 
estos en una cantidad excesiva de intervenciones o su exposición al público, adoptando las medidas 
que sean necesarias para evitar su sufrimiento durante el proceso y causarle ulteriores daños; (v) la 
entrevista con la niña, niño o adolescente víctima de la violencia sexual, la cual debe ser videograbada, 
se lleve a cabo por un psicólogo especializado o un profesional de disciplinas afines debidamente 
capacitado en la toma de este tipo de declaraciones, no pudiendo ser interrogada en forma directa 
por el tribunal o las partes; (vi) las salas de entrevistas otorguen un entorno seguro y no intimidatorio, 
hostil, insensible o inadecuado, que les brinde privacidad y confianza a las víctimas, y (vii) que las 
niñas, niños y adolescentes no sean interrogados en más ocasiones que las estrictamente necesarias, 
atendiendo a su interés superior, para evitar la revictimización o un impacto traumático”. 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 106.

«Por otra parte, el Tribunal pudo verificar que Brisa se vio obligada a relatar en distintas ocasiones los 
hechos relacionados con la violencia sexual de que fue víctima, contrariando uno de los elementos 
clave de la debida diligencia estricta y reforzada que es la adopción de las medidas necesarias para 
evitar la repetición de entrevistas, pues su recurrencia obliga a las víctimas a volver a experimentar 
situaciones traumáticas. Una de estas entrevistas fue realizada, a solicitud del Jefe de la División 
de Menores y Familia de la Policía Técnica Judicial, ante el SEDEGES15 de Cochabamba (...). Se 
observa que, durante la entrevista, la presunta víctima no pudo elegir una persona de confianza para 
acompañarle, sino que estuvo presente un representante del Organismo Nacional del Menor, Mujer 
y Familia, a quien Brisa no conocía. Además, la Corte nota que una de las preguntas que le fueron 
formuladas – “¿por qué no le decías nada?”, refiriéndose al hecho de que la niña había manifestado 
que algunas veces “no le respondía nada” a E.G.A-., pudo haber puesto a Brisa en una posición de 
sentirse culpable por la violencia sexual que sufrió, toda vez que de la pregunta podría inferirse que 

15.   Nota UFEM: SEDEGES es la sigla del Servicio Departamental de Gestión Social. 
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correspondía a la presunta víctima resistir y hacerlo expresamente. Tomando en cuenta lo anterior, la 
Corte considera que dicha entrevista fue revictimizante. Adicionalmente, se advierte que no se ordenó 
la grabación de la declaración para evitar su repetición en el futuro». 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 116.

“Adicionalmente, la Corte identifica otros actos y omisiones que demuestran la falta de debida diligencia 
del Estado. En efecto, no le fue ofrecido a Brisa el necesario apoyo psicológico y/o psiquiátrico al inicio 
del proceso judicial hasta su recuperación, sino solamente su acompañamiento, durante algunos de 
los actos procesales, por una psicóloga que no conocía. Al respecto, este Tribunal ha destacado que 
la atención integral a una niña víctima no solo se circunscribe a las actuaciones de las autoridades 
judiciales durante el desarrollo del proceso penal con el fin de proteger sus derechos y asegurar 
una participación no revictimizante, sino que esta atención debe ser integral y multidisciplinaria 
antes, durante y después de las investigaciones y proceso penal. Asimismo, la Corte ha considerado 
que debe existir un enfoque coordinado e integrado que brinde distintos servicios de atención y 
apoyo a la niña para salvaguardar su bienestar actual y posterior desarrollo. Además, la fiscal a 
cargo no propuso a la presunta víctima como declarante, ignorando la importancia del testimonio de 
las víctimas de violencia sexual en delitos de esa naturaleza. Así, la acusación particular tuvo que 
proponerla. No se determinó la grabación de la declaración de la víctima para evitar su repetición en 
el futuro y no se permitió la intervención del abogado del acusado en la referida declaración, lo cual, 
posteriormente provocó que se anulara el primer juicio por la violación de su derecho de defensa. 
La Corte también constata que el Tribunal de Sentencia (...) al tomar la declaración de la presunta 
víctima y sus familiares, quienes señalaron que habían sufrido hostigamientos y amenazas, impone 
a ellos la responsabilidad de denunciar los hechos a las autoridades correspondientes en lugar de 
ordenar medidas de protección o que se investigara la situación reportada”. 

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 120.

“De otro lado, el Tribunal nota que el Estado no actuó con la debida diligencia para evitar la evasión 
del imputado tras la anulación de la sentencia absolutoria en mayo de 2007. En efecto, según su 
propio testimonio durante el segundo juicio oral, señaló que no se había escapado, aunque su familia 
le había pedido que lo hiciera. Aunado a ello, y teniendo conocimiento de la huida del acusado, el 
Estado no realizó ninguna gestión relevante para lograr su detención y extradición entre 2008 y 2014, 
y actuó de manera excesivamente lenta hasta 2019 (...). Lo anterior también ilustra una absoluta 
falta de debida diligencia de Bolivia, especialmente ante un caso en el que la víctima era una niña, 
quien por 20 años ha permanecido en espera de que continúe el proceso y se revierta la impunidad 
del caso”. 
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Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 123.

“En este sentido, (...) el Estado debe reforzar las garantías de protección durante la investigación y 
proceso penal, cuando el caso se refiere a la violación sexual de una niña, máxime si esta violencia 
sexual fue ejercida en la esfera familiar. En estos supuestos, las obligaciones de debida diligencia y 
de adopción de medidas de protección deben extremarse. Además, las investigaciones y el proceso 
penal deben ser dirigidos por el Estado con una perspectiva de género y niñez, con base en la 
condición de niña de la víctima y tomando en cuenta la naturaleza agravada de la violación sexual, 
así como los efectos que podría causar”.  

Corte IDH. Caso Angulo Losada Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 18 de noviembre de 2022, párr. 162.

“(...) Paola vio lesionados sus derechos a la vida, a la integridad personal, a la vida privada y a la 
educación. El Estado incumplió su deber de respetar los derechos señalados, mediante el ejercicio de 
violencia sexual contra Paola, y también su deber de garantizarlos. Ecuador incumplió su obligación 
de proveer medidas de protección a Paola en su condición de niña, como también de abstenerse 
de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus 
funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación. 
Tampoco actuó con la diligencia debida para prevenir esa violencia ni adoptó las medidas necesarias 
a tal efecto. El incumplimiento del Estado de sus obligaciones de respeto y garantía implicó la 
inobservancia de su deber de cumplir las mismas sin discriminación”. 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de junio de 2020, párr. 167.

«La Corte considera que, sin perjuicio de los estándares establecidos en casos de violencia y violación 
sexual contra mujeres adultas, los Estados deben adoptar, en el marco del acatamiento del artículo 
19 de la Convención Americana, medidas particularizadas y especiales en casos donde la víctima es 
una niña, niño o adolescente, sobre todo ante la ocurrencia de un acto de violencia sexual y, más 
aún, en casos de violación sexual. En consecuencia, en el marco del presente caso, y a lo largo de 
la presente Sentencia, el Tribunal analizará las presuntas violaciones a derechos en perjuicio de una 
niña, no solo con base en los instrumentos internacionales de violencia contra la mujer, sino que 
también los examinará “a la luz del corpus juris internacional de protección de los niños y las niñas” 
(…), el cual debe servir para definir el contenido y los alcances de las obligaciones que ha asumido 
el Estado cuando se analizan los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y en el caso particular, 
de la obligación estatal reforzada de debida diligencia. Asimismo, la Corte dará aplicación concreta a 
los cuatro principios rectores de la Convención sobre los Derechos del Niño, esto es el principio de no 
discriminación, el principio del interés superior de la niña, el principio de respeto al derecho a la vida, 
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la supervivencia y el desarrollo, y el principio de respeto a la opinión de la niña en todo procedimiento 
que la afecte, de modo que se garantice su participación, en lo que resulte pertinente para identificar 
las medidas especiales que son requeridas para dotar de efectividad a los derechos de niñas, niños y 
adolescentes cuando son víctimas de delitos de violencia sexual». 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 155. 

“La especial intensidad mencionada se traduce en el deber estatal de organizar el sistema de justicia, 
de forma tal que el actuar de las autoridades conforme a la debida diligencia implique la adopción 
de una serie de medidas y el desarrollo de un proceso adaptado a las niñas, niños y adolescentes. La 
Corte ya ha indicado que la protección especial derivada del artículo 19 de la Convención implica 
que la observancia por parte del Estado de las garantías de debido proceso se traduce en algunas 
garantías o componentes diferenciados en el caso de niñas, niños y adolescentes, que se fundan en 
el reconocimiento de que su participación en un proceso no se da en las mismas condiciones que un 
adulto. El sistema de justicia adaptado a las niñas, niños y adolescentes importará que exista una 
justicia accesible y apropiada a cada uno de ellos, que tome en consideración no solo el principio del 
interés superior, sino también su derecho a la participación con base en sus capacidades en constante 
evolución, conforme a su edad, grado de madurez y nivel de comprensión, sin discriminación alguna. 
En definitiva, tal y como lo ha sostenido anteriormente esta Corte, si bien el debido proceso y sus 
correlativas garantías son aplicables a todas las personas, en el caso de las niñas, niños y adolescentes, 
el ejercicio de aquéllos supone, por las condiciones especiales en las que se encuentran, la adopción 
de ciertas medidas específicas con el propósito de asegurar un acceso a la justicia en condiciones 
de igualdad, garantizar un efectivo debido proceso y velar por que el interés superior se erija en una 
consideración primordial en todas las decisiones administrativas o judiciales que se adopten”. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 158. 

“(…) la Corte considera que la debida diligencia del Estado no solo abarca las medidas de protección 
reforzada antes y durante el desarrollo de las investigaciones y proceso penal, sino que debe incorporar 
también medidas a ser adoptadas con posterioridad, para lograr la recuperación, rehabilitación y 
reintegración social de la niña, niño o adolescente, teniendo en cuenta su derecho a la supervivencia 
y al desarrollo integral. Aquellas medidas deberán ser extendidas además a los familiares de las 
víctimas, en lo que corresponda. Es decir que, la atención médica y psicosocial se adoptará de forma 
inmediata y desde conocidos los hechos, se mantendrá de forma continuada, si así se requiere, y se 
extenderá más allá del proceso de investigación”. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 170. 
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“En conclusión, la Corte considera que la niña sufrió una doble violencia: por un lado, la violencia 
sexual por parte de un agente no estatal; y, por el otro, la violencia institucional durante el 
procedimiento judicial, en particular, a raíz del examen médico forense y la reconstrucción de los 
hechos. La niña y su familia acudieron al sistema judicial en busca de protección y para obtener la 
restitución de sus derechos vulnerados. Sin embargo, el Estado no solo no cumplió con la debida 
diligencia reforzada y protección especial requerida en el proceso judicial donde se investigaba una 
situación de violencia sexual, sino que respondió con una nueva forma de violencia. En este sentido, 
además de la vulneración del derecho de acceso a la justicia sin discriminación, la Corte considera 
que el Estado ejerció violencia institucional, causándole una mayor afectación y multiplicando la 
vivencia traumática sufrida por V.R.P”. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 298. 

“Por otra parte, esta Corte estableció que distintas autoridades estatales no adoptaron medidas de 
protección especiales en beneficio de V.R.P. sino que, por el contrario, actuaron en vulneración de la 
debida diligencia reforzada durante el desarrollo de las investigaciones y proceso penal por la violación 
sexual de la niña V.R.P., lo que conllevó a su revictimización. Asimismo, la Corte concluyó que existió 
un temor fundado de parcialidad en el proceso interno en relación con el actuar del Tribunal de 
Jurados. Por ello, esta Corte considera que el Estado debe, dentro de un plazo razonable, determinar, 
por intermedio de las instituciones públicas competentes, las eventuales responsabilidades de los 
funcionarios que contribuyeron con su actuación a la comisión de actos de revictimización y violencia 
institucional en perjuicio de V.R.P. y, en la medida que corresponda, aplicar las consecuencias que 
la ley pudiera prever”. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 345. 
 
“(...) la debida diligencia reforzada implica la adopción de medidas especiales y el desarrollo de un 
proceso adaptado a las niñas, niños y adolescentes con miras a evitar su revictimización (...): i) el 
derecho a la información relativa al procedimiento, así como los servicios de asistencia jurídica, de 
salud y demás medidas de protección disponibles; ii) la asistencia letrada, gratuita y proporcionada 
por el Estado, de un abogado especializado en niñez y adolescencia, con facultades de constituirse en 
calidad de parte procesal, oponerse a medidas judiciales, interponer recursos y realizar todo otro acto 
procesal tendiente a defender sus derechos en el proceso; iii) el derecho a ser oído, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, que conlleva un criterio reforzado de celeridad; iv) el 
derecho de la niña, niño o adolescente víctima a participar en el proceso penal, en función de su edad 
y madurez, y siempre que no implique un perjuicio en su bienestar biopsico-social. Para ello, deben 
realizarse las diligencias estrictamente necesarias y evitarse la presencia e interacción de las niñas, 
niños y adolescentes con su agresor; v) generar las condiciones adecuadas para que las niñas, niños 
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y adolescentes puedan participar de forma efectiva en el proceso penal mediante las protecciones 
especiales y el acompañamiento especializado; vi) la entrevista deberá llevarse a cabo por un psicólogo 
especializado o un profesional de disciplinas afines debidamente capacitado en la toma de este tipo 
de declaraciones de niñas, niños y adolescentes; vii) las salas de entrevistas otorgarán un entorno 
seguro y no intimidatorio, hostil, insensible o inadecuado, que les brinde privacidad y confianza; viii) 
el personal del servicio de justicia que intervenga deberá estar capacitado en la temática, y ix) deberá 
brindarse asistencia inmediata y profesional, tanto médica como psicológica y/o psiquiátrica, a cargo 
de un profesional específicamente capacitado en la atención de víctimas de este tipo de delitos y con 
perspectiva de género (...)”. 

Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018, párr. 382. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_350_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_350_esp.pdf


Dossier de jurisprudencia y doctrina N° 10: Mujeres y LGBTIQ+ privadas de libertad | 27

V.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS DE 
VIOLENCIA DOMÉSTICA

«En lo que respecta a la violencia contra las mujeres al interior de las familias, la Corte destaca que 
actualmente existe pleno consenso en que “las garantías de los derechos humanos no se limitan 
solamente al ámbito público. También se aplican en el ámbito privado, incluida la familia, y obligan 
al Estado a actuar con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y castigar las violaciones que 
se cometan en ese ámbito”. De modo que si el Estado no promueve acciones frente a la violencia 
doméstica puede ser considerado responsable por no cumplir su obligación de prevenir e investigar 
este tipo de violencia sin discriminación, y puede ser acusado de complicidad en las violaciones de 
derechos que se produzcan en la esfera privada. En ese sentido, por ejemplo, el Tribunal Europeo 
en el caso Opuz contra Turquía, luego de citar la Convención de Belém do Pará y la decisión de la 
Comisión Interamericana sobre el caso Maria Da Penha contra Brasil16, sostuvo que el hecho de que 
el Estado, más allá de tener o no una intención dolosa, sea omiso en proteger a las mujeres contra la 
“violencia doméstica” vulnera el derecho de éstas a la igualdad ante la ley.» 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 70.

“Conforme a lo anterior, esta Corte entiende que la violencia de género cometida contra las mujeres al 
interior de la familia es una forma de discriminación que puede implicar una violación de los artículos 
1.1 y 24 de la Convención Americana y que es incompatible con el artículo 6 de la Convención de 
Belém do Pará.” 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 71.

“Por otra parte, la Corte considera que, cuando un Estado no protege a las mujeres en casos de 
violencia de género cometida al interior de la familia, o no procede a la investigación de los hechos 
con debida diligencia, perpetúa la discriminación. De modo que, cuando se sospecha que actitudes 
discriminatorias han inducido a un acto violento, es especialmente importante que la investigación 
oficial se lleve a cabo en forma diligente e imparcial, teniendo en cuenta la necesidad de reafirmar 
la condena de la sociedad a esos actos. Asimismo, el cumplimiento de las obligaciones del Estado 
exige que el ordenamiento jurídico interno demuestre su capacidad para hacer cumplir el derecho 
penal contra los autores de actos violentos discriminatorios, bajo el entendido de que la falta de 
investigación de este tipo de delitos vulnera el derecho a la igualdad” 
Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 

16.   Nota UFEM: CIDH.María Da Penha Maia Fernandes vs. Brasil.  Informe N° 54/01, caso 12.051, 16 de abril de 2001. 
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Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 72.

“En cuanto al literal e17, este reconoce que las leyes, políticas y prácticas pueden perpetuar 
estereotipos negativos de género y, en esa medida, servir para que se toleren o respalden actos de 
violencia contra las mujeres. Por esa razón, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 2 de la 
Convención Americana, los Estados tienen la obligación de modificar o abolir leyes y prácticas que 
faciliten la persistencia o tolerancia de la violencia contra las mujeres. En relación con el literal f, 
la Corte nota que un componente de la debida diligencia a la que están obligados los Estados es el 
establecimiento de procedimientos legales justos y eficaces, acompañados de la garantía de acceso 
efectivo de las mujeres víctimas a recursos que amparen sus derechos. En ese sentido, el deber del 
Estado de actuar con debida diligencia requiere de la actuación pronta e inmediata de las autoridades 
policiales, investigativas y judiciales. En relación con este asunto, los Estados deben adoptar medidas 
para eliminar o restringir la práctica judicial y extrajudicial de promover el uso de la conciliación 
durante los procesos, como medio para resolver delitos de violencia contra las mujeres. Lo anterior 
porque la conciliación asume que las partes involucradas se encuentran en igualdad de condiciones 
de negociación, lo cual generalmente no ocurre en la violencia intrafamiliar. Además, la mediación 
aumenta el riesgo físico y emocional de las mujeres por la desigualdad en las relaciones de poder 
entre la víctima y el agresor.” 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 79.

“En relación con el literal g, la Corte nota que el acceso efectivo a la justicia debe estar orientado 
a la sanción del agresor, cuando corresponda, lo que constituye una forma de reparación para la 
víctima y una forma de garantizar sus derechos a la vida y la integridad. Asimismo, dicho acceso a 
la justicia debe procurar otras formas de reparación, tales como la restitución y compensación a la 
víctima por el daño causado. Finalmente, en lo que respecta al literal h18, pretende intensificar los 
esfuerzos de los Estados por eliminar todas las formas de discriminación contra las mujeres mediante 
la implementación de la Convención, a través de la adopción de disposiciones legislativas o de otra 
naturaleza.” 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 80.

“La obligación de los Estados de adoptar medidas integrales para cumplir con la debida diligencia 
en casos de violencia contra las mujeres implica, de acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal, 
que debe existir un adecuado marco jurídico de protección, una aplicación efectiva de dicho marco 

17.   Nota UFEM: en el párrafo se hace referencia a los  incisos e y f del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.

18.   Nota UFEM: hace referencia a los incisos g y h del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.
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jurídico y políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de una manera eficaz ante las 
denuncias. La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir los factores de 
riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva a 
los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en 
casos específicos en los que sea evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de 
violencia”. 

Corte IDH. Caso Carrión González y otros Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2024, párr. 85.
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VI.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA FRENTE A LA DESAPARICIÓN DE MUJERES

“(…) la Corte ha establecido que el deber de debida diligencia estricta ante la desaparición de mujeres 
exige la realización exhaustiva de actividades de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación 
pronta e inmediata de las autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 
y necesarias dirigidas a la determinación del paradero de la víctima. Deben existir procedimientos 
adecuados para las denuncias y que éstas conlleven una investigación efectiva desde las primeras 
horas. Las autoridades deben presumir que la persona desaparecida sigue con vida hasta que se ponga 
fin a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 142. 

“La Corte considera que, en efecto, la noticia de un secuestro o de una desaparición de una mujer debe 
activar el deber de debida diligencia reforzado del Estado, toda vez que esas circunstancias generan 
un escenario propicio para la comisión de actos de violencia contra la mujer, e implican una particular 
vulnerabilidad a sufrir actos de violencia sexual, lo que de por sí conlleva un riesgo a la vida y a la 
integridad de la mujer, independientemente de un contexto determinado. Así lo reconoce la propia 
Convención de Belém do Pará en su artículo 2, al enlistar el secuestro como una de las conductas 
comprendidas dentro del concepto de violencia contra la mujer”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 145. 

“(…) el derecho internacional de los derechos humanos impone una obligación de debida diligencia 
estricta en la prevención de la violencia contra la mujer. Esta obligación implica, por un lado, la 
adopción de medidas de carácter general, en el plano normativo e institucional; y por el otro, la 
debida diligencia en la respuesta estatal ante la noticia de una desaparición o secuestro de una mujer. 
La Corte advierte que, en el presente caso, se verifica el incumplimiento de estas dos facetas de la 
obligación de prevención por parte del Estado”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 151. 

“En el caso en concreto, la Corte considera que la falla en el deber de debida diligencia fue manifiesta, 
dado que el Estado conocía la identidad del agresor y pudo tomar medidas concretas y direccionadas 
para desactivar el riesgo. Así, los agentes policiales debieron haber efectuado medidas investigativas 
tendientes a confirmar con los registros públicos los datos personales del denunciado, determinar su 
domicilio, corroborar la titularidad del abonado telefónico aportado al momento de la denuncia y el 
domicilio de facturación, así como obtener listados de llamadas entrantes y salientes, todo ello con 
el propósito de identificar la residencia de la persona denunciada y proceder a realizar averiguaciones 
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discretas sobre los hechos denunciados”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 167. 

“(…) la Corte estima que no es posible considerar al Estado como responsable directo de los actos 
sufridos por Linda Loaiza, sino que su responsabilidad se deriva de la reacción insuficiente y negligente 
de los funcionarios públicos que, al tomar conocimiento del riesgo, no adoptaron las medidas que 
razonablemente era de esperarse por lo que no cumplieron con la debida diligencia para prevenir e 
interrumpir el curso de causalidad de los acontecimientos, sino que además su accionar causó alerta 
en el agresor. Ello, sumado a la posterior omisión total para prevenir adecuadamente las agresiones 
físicas, verbales, psicológicas y sexuales sufridas por Linda Loaiza, pese a conocer la identidad de la 
persona denunciada, demuestra una actitud tolerante frente a situaciones que por sus características 
constituyen un riesgo de violencia contra la mujer”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 169. 

“Por otro lado, este Tribunal estableció que distintas autoridades estatales de seguridad y a cargo 
de la investigación cometieron una serie de omisiones en la recolección, documentación y cadena 
de custodia de las evidencias, lo cual implicó que el Estado no investigara con la debida diligencia 
reforzada requerida los hechos de los cuáles fue víctima Linda Loaiza (…). A su vez, la Corte concluyó 
que no se cumplió con la obligación estatal de debida diligencia para prevenir violaciones a la 
integridad personal, en tanto los órganos de seguridad no procesaron debidamente la denuncia por la 
desaparición de Linda Loaiza (…). La Corte no cuenta con información acerca de que efectivamente 
se hubieran iniciado averiguaciones por esas circunstancias”. 

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 28 de septiembre de 2018, párr. 285. 
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VII.	DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS DE 
MALA PRAXIS MÉDICA Y VIOLENCIA OBSTÉTRICA

“La Corte considera que, en los casos en los que una mujer alegue haber sido víctima de violencia 
obstétrica por parte de actores no estatales, los Estados tienen la obligación de establecer mecanismos 
de denuncia oportunos, adecuados y efectivos que reconozcan dicha violencia obstétrica como 
una forma de violencia contra la mujer, investigar los hechos con la debida diligencia, sancionar 
eventualmente a los autores de dicha violencia y proveer a la víctima con un efectivo resarcimiento, 
reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces. Lo anterior, sin perjuicio 
de la obligación que recae sobre los Estados de prevenir que terceros cometan actos de violencia 
obstétrica y, más específicamente, su deber de regular y fiscalizar toda asistencia de salud prestada 
a las personas bajo su jurisdicción, independientemente de si la entidad que presta tales servicios es 
de carácter público o privado.” 

Corte IDH. Caso Rodríguez Pacheco y otra Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2023, párr. 112.

“La Corte debe advertir que esta grave falta de debida diligencia por parte de los tribunales nacionales 
se dio en el marco de una denuncia por violencia obstétrica y mala praxis médica sufridos por la señora 
Rodríguez Pacheco. Esta falta de acceso a un mecanismo adecuado de reclamación y reparación 
tuvo, necesariamente, un impacto en la integridad personal y derecho a la salud amparados por los 
artículos 5.1 y 26 de la Convención Americana, pues habilitó que tales hechos no fueran debidamente 
investigados y que hoy permanezcan en la impunidad. En suma, las múltiples irregularidades ocurridas 
en el marco del procedimiento penal que condujeron a la prescripción de la acción penal provocaron 
que el Estado incumpliera con su obligación de velar por que este tipo de violencia contra la mujer 
fuera investigada y se proveyera a la víctima con un mecanismo que permitiera enjuiciar en un plazo 
razonable a la persona o personas responsables, se exigieran las correspondientes responsabilidades 
y se le otorgara una efectiva reparación del daño.” 

Corte IDH. Caso Rodríguez Pacheco y otra Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2023, párr. 137.

«Además, la Corte nota que la investigación deficiente de un alegado acto de violencia obstétrica tiene 
un impacto desproporcionado en las mujeres, pues omite esclarecer afectaciones que les ocurren 
a ellas derivadas de procedimientos de salud materna y reproductiva obstétrica. Esto propicia un 
ambiente de impunidad y envía un mensaje según el cual este tipo de violencia contra las mujeres 
puede ser tolerada y aceptada como parte del diario vivir. Lo anterior favorece la perpetuación y 
la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, 
así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema de administración de justicia. Este 
impacto fue destacado por la señora Rodríguez Pacheco, quien declaró que, a raíz de estos hechos, 
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su vida “cambió totalmente”, que los hechos y el posterior proceso judicial tuvieron un impacto en 
su “proyecto de vida”, el cual cambió “totalmente”. La señora Rodríguez Pacheco señaló, además, 
que todo el procedimiento ante las autoridades internas “fue el punto central de la vida de la familia 
durante muchos años”, dejando al núcleo familiar “agotados, [y] desgastados emocionalmente”. La 
Corte recuerda que, cuando se alega la comisión de un acto de violencia contra una mujer, resulta 
particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con 
determinación y eficacia, teniendo en cuenta las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar 
confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección». 

Corte IDH. Caso Rodríguez Pacheco y otra Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2023, párr. 138.

“Toda vez que la Corte ha constatado que el Estado es responsable internacionalmente por la falta de 
debida diligencia en la investigación de los denunciados actos de mala praxis y violencia obstétrica 
a los que habría sido sometida la señora Rodríguez Pacheco, el Tribunal estima conveniente ordenar 
que el Estado adopte las medidas necesarias para que los órganos del Poder Judicial y del Ministerio 
Público desarrollen programas de capacitación en la investigación de posibles casos de violencia 
obstétrica teniendo en cuenta los estándares interamericanos sobre las materias referentes a la 
debida diligencia y plazo razonable, así como con perspectiva de género. Adicionalmente, la Corte 
considera necesario ordenar al Estado desarrollar programas de formación y educación permanente 
dirigidos a los estudiantes de medicina y profesionales médicos, así como a todo el personal de 
atención en salud reproductiva, tanto en centros de salud públicos como privados, sobre los derechos 
a la salud materna de las mujeres y discriminación basada en género y estereotipos, así como sobre 
la investigación y prevención de casos de violencia obstétrica, considerando para ello los estándares 
interamericanos en la materia.” 

Corte IDH. Caso Rodríguez Pacheco y otra Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2023, párr. 174.
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VIII.	DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS DE 
ATENTADOS CONTRA DEFENSORAS DE DDHH Y PERIODISTAS

“(...) la Corte ha señalado que los Estados tienen el deber de investigar seria y eficazmente las 
violaciones cometidas contra las personas defensoras de derechos humanos, combatir la impunidad 
y asegurar una justicia imparcial, oportuna y oficiosa, que implique una búsqueda exhaustiva de 
toda la información para diseñar y ejecutar una investigación que conduzca al debido análisis de 
las hipótesis de autoría, por acción o por omisión, en diferentes niveles, explorando todas las líneas 
investigativas pertinentes para esclarecer lo ocurrido. En consecuencia, ante indicios o alegaciones 
de que determinado hecho en contra de una persona defensora pudo tener como móvil justamente su 
labor de defensa y promoción de los derechos humanos, las autoridades competentes para adelantar 
la investigación deben tomar en cuenta el contexto de los hechos y sus actividades para identificar 
los intereses que podrían haberse visto afectados en su ejercicio, a efecto de establecer y agotar las 
líneas de investigación que tengan en cuenta su labor, determinar la hipótesis del delito e identificar 
a los autores. Más aún, en el caso de mujeres defensoras, existe una obligación doblemente reforzada 
de llevar adelante las investigaciones con debida diligencia, en virtud de su doble condición de 
mujeres y de personas defensoras.” 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 
de octubre de 2023, párr. 743.

“En línea con lo anterior, este Tribunal ha considerado que, en el caso de ataques dirigidos contra 
mujeres defensoras, todas las medidas orientadas a mitigar los riesgos que corren deben ser adoptadas 
con perspectiva de género y con un enfoque interseccional, de tal manera que se les pueda brindar una 
protección integral a partir de considerar, comprender y dar un lugar central a las complejidades de 
las formas diferenciadas de violencia que afrontan por su profesión y por su género, lo que se traduce 
en un deber reforzado de protección y prevención por parte del Estado. Entre tales complejidades 
que deben atenderse, la Corte destaca los factores políticos, sociales, económicos, ambientales y 
sistémicos, incluidas las actitudes y prácticas patriarcales que producen y reproducen la violencia que 
afecta a las defensoras. Asimismo, dicho enfoque implica que sean las propias defensoras quienes 
definan sus prioridades y necesidades de protección y, en ese sentido, sean acompañadas desde una 
lógica de respeto a su voluntad.” 

Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” 
Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 18 
de octubre de 2023, párr. 887.
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“Con respecto a la condición profesional de la persona defensora de derechos humanos, esta Corte 
reitera que el cumplimiento del deber de crear las condiciones necesarias para el efectivo goce y 
disfrute de los derechos establecidos en la Convención está intrínsecamente ligado a la protección y 
al reconocimiento de la importancia del papel que cumplen las y los defensores de derechos humanos, 
cuya labor es fundamental para el fortalecimiento de la democracia y el Estado de Derecho. El Tribunal 
recuerda, además, que las actividades de vigilancia, denuncia y educación que realizan contribuyen 
de manera esencial a la observancia de los derechos humanos, pues actúan como garantes contra 
la impunidad. De esta manera se complementa el rol, no tan solo de los Estados, sino del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos en su conjunto. A raíz de lo anterior, el Tribunal ha señalado 
que los Estados tienen el deber de facilitar los medios necesarios para que estos realicen libremente 
sus actividades; protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar los atentados a su vida e 
integridad; abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la realización de su labor, e investigar seria 
y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, combatiendo la impunidad. Además, en casos 
de atentados contra defensores y defensoras de derechos humanos, los Estados tienen la obligación 
de asegurar una justicia imparcial, oportuna y oficiosa, que implique una búsqueda exhaustiva de 
toda la información para diseñar y ejecutar una investigación que conduzca al debido análisis de 
las hipótesis de autoría, por acción o por omisión, en diferentes niveles, explorando todas las líneas 
investigativas pertinentes para identificar a los autores. En consecuencia, ante indicios o alegaciones 
de que determinado hecho en contra de un defensor o defensora de derechos humanos pudo tener 
como móvil justamente su labor de defensa y promoción de derechos humanos, las autoridades 
investigadoras deben tomar en cuenta el contexto de los hechos y sus actividades para identificar los 
intereses que podrían haberse visto afectados en el ejercicio de las mismas, a efectos de establecer 
y agotar las líneas de investigación que tengan en cuenta su labor, determinar la hipótesis del delito 
e identificar a los autores”. 

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021, párr. 100.

«(...) el Estado mexicano tenía una obligación doblemente reforzada de llevar a cabo la investigación 
sobre la muerte de la señora Digna Ochoa con debida diligencia, en virtud de su condición de mujer 
y defensora de derechos humanos y, por tanto, la investigación debía orientarse a documentar su 
actividad como defensora, el rol que jugaba en la comunidad y su entorno, así como la agenda 
que desarrollaba y la zona en que desempeñaba sus labores. De igual forma, el Tribunal considera 
necesario emplear herramientas metodológicas de asociación de casos para identificar patrones de 
sistematicidad y aplicar protocolos de investigación de muertes violentas por razones de género, 
en particular, aunque no haya sospecha de criminalidad y se maneje la hipótesis del suicidio, tal y 
como sucedió en el presente caso. A este respecto, el Tribunal destaca lo señalado por el “Modelo 
de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de 
género (femicidio/feminicidio)” elaborado por OACNUDH y ONU Mujeres, el cual resalta que muchos 
suicidios son consecuencia de la violencia previa que han sufrido las mujeres y que, en algunos casos, 
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se simulan estos “suicidios” para “ocultar un homicidio por parte de su autor, presentando la muerte 
de la mujer como un suicidio o muerte accidental”». 

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021, párr. 104.

“Por último, en lo relativo a la afectación generada en la situación jurídica de las personas involucradas 
en el proceso, este Tribunal ha establecido que, si el paso del tiempo incide de manera relevante 
en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento avance con mayor 
diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve. En el presente caso el Tribunal observa 
que, tratándose de una mujer defensora de derechos humanos, las autoridades judiciales tendrían 
que haber obrado con mayor diligencia y celeridad en el marco de la recolección de prueba, de las 
investigaciones, y de los procedimientos judiciales sobre los hechos del presente caso, toda vez que 
de estas actuaciones judiciales dependía investigar y determinar la verdad de lo sucedido, siendo una 
posibilidad que la señora Digna Ochoa hubiese sido víctima de una muerte violenta vinculada a su 
actividad de defensora de derechos humanos, lo cual podía interpretarse como un mensaje de ataque 
directo hacia el colectivo de defensoras y defensores de derechos humanos. Al respecto, la Corte ya ha 
recalcado la necesidad de erradicar la impunidad en hechos de violencia cometidos contra defensoras 
de derechos humanos (...), pues resulta un elemento fundamental para garantizar que puedan realizar 
libremente sus labores en un entorno seguro”.  

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021, párr. 135.

«(...) la Corte ha señalado reiteradamente que el Estado tiene el deber jurídico de “prevenir, 
razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios 
a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una 
adecuada reparación”. Lo anterior incluye, entre otras medidas, “establecer un sistema de justicia 
efectivo capaz de investigar, castigar y dar reparación por la privación de la vida por parte de agentes 
estatales o particulares”». 

Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021, párr. 142.

“En el presente caso, el Tribunal ha determinado que (...) la muerte de la señora Digna Ochoa se 
enmarcó en un contexto de un exacerbado nivel de homicidios contra defensoras y defensores de 
derechos humanos, acompañado de una situación generalizada de impunidad respecto de este tipo 
de delitos y precedido de numerosas amenazas dirigidas contra ella y otros de sus compañeros y 
compañeras”. 
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Corte IDH. Caso Digna Ochoa y familiares Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2021, párr. 148.

“El Tribunal resalta que, en conexión con el riesgo particular que enfrentan las mujeres periodistas, 
organismos internacionales y regionales han considerado que, al adoptar medidas de protección 
de periodistas, los Estados deben aplicar un fuerte enfoque diferencial que tenga en cuenta 
consideraciones de género, realizar un análisis de riesgo e implementar medidas de protección que 
consideren el referido riesgo enfrentado por mujeres periodistas como resultado de violencia basada 
en el género. En particular, los Estados deben observar, no solo los estándares de violencia de género 
y no discriminación ya desarrollados por esta Corte, sino que, además, se les imponen obligaciones 
positivas como las siguientes: a) identificar e investigar con la debida diligencia los riesgos especiales 
que corren de manera diferencial por el hecho de ser mujeres periodistas, así como los factores 
que aumentan la posibilidad de que sean víctimas de violencia, así como b) adoptar un enfoque 
de género al momento de adoptar medidas para garantizar la seguridad de mujeres periodistas, las 
cuales incluyen aquellas de carácter preventivo, cuando sean solicitadas, así como aquellas dirigidas 
a protegerlas contra represalias. La Corte considera que, dadas las circunstancias particulares del 
presente caso, el deber de prevención del Estado requería de una diligencia reforzada. En efecto, 
a la vista de los antecedentes de hecho, unido al contexto existente en la época que ocurrieron los 
mismos, el Tribunal nota, desde una perspectiva interseccional, que la señora Bedoya se encontraba 
en una situación doblemente vulnerable, por su labor de periodista y por ser mujer”. 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 91.

“El Tribunal considera además que, en los casos de investigación de actos de violencia dirigidos 
contra mujeres periodistas, el deber de debida diligencia debe ser sometido a un estricto escrutinio 
por dos razones. Primero, porque los Estados tienen la obligación positiva de garantizar la libertad de 
expresión y de proteger a personas que, por su profesión, se encuentran en una situación especial de 
riesgo al ejercer este derecho. Segundo, porque a este deber se le debe añadir el estándar de debida 
diligencia reforzada respecto de la prevención y protección de mujeres contra la violencia de género. 
Lo anterior debe tenerse en cuenta desde el inicio de una investigación de hechos violentos dirigidos 
contra ellas en el marco de su labor periodística y conlleva la obligación de identificar e investigar 
con la debida diligencia los riesgos especiales y diferenciados que enfrentan las mujeres periodistas 
por su profesión y su género, así como los factores que aumentan la posibilidad de que sean víctimas 
de violencia. A lo anterior se añade la obligada presunción, desde el inicio de las investigaciones, de 
que los hechos de violencia podrían tener un vínculo con su labor periodística. En suma, el Tribunal 
considera esencial recalcar que, a la hora de investigar actos de violencia dirigidos contra mujeres 
periodistas, los Estados tienen la obligación de adoptar todas las medidas que sean necesarias para 
abordar dicha investigación desde una perspectiva interseccional en la que se tengan en cuenta estos 
diferentes ejes de vulnerabilidad que afectan a la persona en cuestión los cuales, a su vez, motivan o 
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potencian la diligencia reforzada”. 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 126.

“En este caso, la Corte determinó que los actos sufridos por la señora Bedoya el 25 de mayo de 2000 
se refieren a diversas violaciones de derechos humanos que derivaron, no sólo en vulneraciones a 
la integridad personal, libertad personal, libertad de expresión y dignidad, sino que también fueron 
catalogados como actos de tortura. Por ello, al abordar la obligación de investigar, es necesario tener 
en cuenta los criterios de investigación desarrollados por esta Corte en esos diversos ámbitos para que 
las investigaciones y procesos penales incoados sean sustanciados con la debida diligencia”. 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 127.

“El Tribunal ya se ha referido en la presente Sentencia al contenido del derecho a la libertad de 
expresión amparado por el artículo 13 de la Convención Americana, así como a la relevancia del 
ejercicio del periodismo y su conexión con dicho derecho (…). La Corte también ha reconocido la 
posibilidad de que existan situaciones de facto en las que quienes ejercen la libertad de expresión 
se encontrarán en mayor riesgo o vulnerabilidad. En esas circunstancias, los Estados tienen una 
obligación de abstenerse de acciones que faciliten o incrementen el peligro y, cuando sea aplicable, 
adoptar medidas razonables y necesarias para prevenir violaciones o para proteger los derechos de 
quienes se encuentran en riesgo”. 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 149.

«Lo anterior se traduce en la obligación de los Estados de adoptar todas las medidas necesarias, no 
solo para proteger a las y los periodistas de esos riesgos, sino de investigar diligentemente cualquier 
acto de agresión que puedan sufrir. Es más, la prevención de dichas violaciones pasa, necesariamente, 
porque los crímenes cometidos contra periodistas y, sobre todo aquellos que pongan en peligro su vida 
y/o integridad física, no queden en la impunidad. Y es que esta impunidad, tal y como se ha razonado 
previamente, no solo tiene un efecto directo sobre la víctima o víctimas de los ataques, sino que 
además tiene un impacto social. Este impacto se ve diferenciado, además, por el género. Así lo señaló 
la perita Kravetz en el acto de la audiencia al indicar que, en este caso en particular, “el hecho de 
que una periodista, sobre todo, una periodista que sea muy visible, reciba amenazas y estas queden 
impunes, manda un mensaje también disuasivo a otras periodistas y también a otras defensoras 
de relación a su trabajo y sirve para que ellas también se limiten en el ejercicio de sus labores”. 
Lo anterior viene además respaldado por lo declarado por la señora Bedoya, quien en la audiencia 
celebrada ante esta Corte hizo referencia a que “8 de cada 10 mujeres periodistas en Colombia 
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deciden auto censurarse o abandonar sus fuentes y su trabajo para no ser víctimas de violencia”». 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 150.

“De lo anterior se desprende un deber estatal de desarrollar una política integral para la protección de 
los y las periodistas, toda vez que los Estados deben garantizar que los y las periodistas que laboran 
en los medios de comunicación gocen de la protección y de la independencia necesarias para realizar 
sus funciones a cabalidad, pues el ejercicio periodístico sólo puede efectuarse libremente cuando las 
personas que lo realizan no son víctimas de amenazas ni de agresiones físicas, psíquicas o morales u 
otros actos de hostigamiento. En el presente caso, ha quedado acreditado que el Estado no actuó con 
la debida diligencia necesaria para la investigación de los hechos ocurridos el 25 de mayo de 2000 
ni de las amenazas dirigidas contra la señora Bedoya con anterioridad y posterioridad a dicha fecha”. 

Corte IDH. Caso Bedoya Lima y otra Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de agosto de 2021, párr. 152.
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IX.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS QUE 
INVOLUCRAN A AGENTES ESTATALES 

«La Corte nota lo señalado por el Fiscal Especializado en su declaración testimonial oral en la 
audiencia pública (...), quien explicó que la perspectiva de género “no fue analizada” pues “lo que 
se produjo en esa causa fue llanamente una ejecución de las personas que estaban dentro de la 
casa sin tener conocimiento los victimarios de que se trataba de mujeres o no”. Pese a lo anterior, 
constan declaraciones que señalan la posibilidad de que los militares pudieran advertir que en la 
casa había una mujer embarazada, y que las tres mujeres gritaban que por favor no las mataran, lo 
que hace suponer que los victimarios pudieron figurarse que atentarían contra mujeres (...). Hubo 
señalamientos, además de que el cuerpo de una de ellas fue hallado desnudo (...), sin que conste  
que se haya indagado sobre las circunstancias de por qué se encontraba así». 

Corte IDH. Caso Maidanik y Otros Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 15 de 
noviembre de 2021, párr. 157. 

“Dado lo anterior, la Corte entiende que no puede descartarse a priori que en el caso se hubieren 
presentado actos de violencia de género, y que ello debió ser específicamente investigado. De las 
aseveraciones del Fiscal Especializado surge con claridad que no se han realizado indagaciones al 
respecto. Esto configura una conducta omisiva negligente y contraria al deber de sancionar actos de 
violencia contra las mujeres. Por ello, el Estado incumplió el artículo 7.b de la Convención de Belém 
do Pará”.  

Corte IDH. Caso Maidanik y Otros Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 15 de 
noviembre de 2021, párr. 158. 

“En el presente caso, la Corte nota que varias de las mujeres víctimas del presente caso refirieron 
haber sufrido distintas formas de violencia y abuso por parte de agentes federales al ser detenidas y 
entregadas a los agentes estaduales que las trasladaron. En consecuencia, esta Corte considera que 
existían indicios suficientes para generar en el Estado la obligación de investigar la responsabilidad 
de agentes federales por los hechos objeto del presente caso. Con respecto a la conducta estatal, este 
Tribunal ya advirtió que la investigación de la FEVIM19 no fue conducida con la debida diligencia, 
en tanto se omitió dar tratamiento adecuado a los elementos de prueba aportados por las mujeres 
víctimas del presente caso, lo cual implicó que no se siguieran las líneas lógicas de investigación que 
podrían haberse derivado de dicha evidencia. La Corte no cuenta con información que indique que a 
la fecha se encuentra abierta alguna investigación tendiente a determinar la eventual responsabilidad 
de agentes federales. Si bien el Estado alega que consignó a todos los agentes identificados por la 

19.   Nota UFEM: FEVIM es la abreviatura de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Relacionados con Actos de Violencia Contra las Mujeres.
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SCJN20 que participaron de los traslados, este Tribunal advierte que los hechos de violencia sexual 
ocurrieron también durante la detención inicial y al momento del traspaso, hechos de los cuales 
participaron agentes federales (…). En consecuencia, esta Corte considera que no basta con que el 
Estado haya investigado a aquellas personas que se encontraban listadas por la SCJN como probables 
responsables en virtud de su participación en los traslados de las mujeres, sino que el Estado debió 
haber seguido las líneas lógicas de investigación relativas a la participación de agentes federales en 
los delitos cometidas, máxime a la luz de los graves indicios señalados”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 293.

“Por tanto, visto que: (i) las investigaciones realizadas por el Estado se limitaron a la participación 
de agentes estatales, cuando existían indicios de la participación de agentes federales, y (ii) no se 
investigaron todas las posibles formas de responsabilidad individual por los actos de tortura que 
prevé la Convención Interamericana contra la Tortura, incluyendo la responsabilidad de mando, pese 
a la existencia de indicios al respecto, el Tribunal encuentra que el Estado no investigó a todos los 
posibles responsables penales ni siguió todas las líneas lógicas de investigación, incumpliendo así su 
deber de investigar con la debida diligencia”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 304.

“En virtud del reconocimiento de responsabilidad así como de lo establecido en esta Sentencia, la Corte 
concluye que, debido a las falencias iniciales en la investigación, la falta de valoración de la evidencia 
presentada por las mujeres víctimas de este caso ante la FEVIM, así como la falta de investigación de 
todos los posibles responsables penales y seguimiento de líneas lógicas de investigación, el Estado 
mexicano no actuó con la debida diligencia requerida en las investigaciones por la tortura y violencia 
sexual sufridos por las once mujeres víctimas del presente caso”. 

Corte IDH. Caso Mujeres víctimas de tortura sexual en Atenco Vs México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 28 de noviembre de 2018, párr. 305.

20.   Nota UFEM: SCJN es la abreviatura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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X.	 DEBER DE DEBIDA DILIGENCIA EN LA INVESTIGACIÓN DE CASOS DE 
VIOLENCIA CONTRA LGBTIQ+

Deber de debida diligencia en la investigación de violencia letal contra LGBTIQ+ 

“En este caso las autoridades hondureñas no cumplieron con su obligación de llevar a cabo una 
investigación diligente y adecuada sobre la muerte de Vicky Hernández. Esta falta al deber de investigar 
es consistente con un contexto de impunidad general por los hechos de violencia contra las personas 
LGBTI y contra las mujeres trans trabajadoras sexuales en Honduras. Del mismo modo, (...) se pudo 
verificar que ese contexto de homicidios a integrantes de la comunidad LGBTI iba acompañado 
por altos índices de impunidad y de investigaciones que no desembocaban en la determinación y 
procesamiento de los responsables y que por ende seguían en la impunidad (...)”. 

Corte IDH. Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Sentencia de 26 de marzo de 2021, párr. 93.

“(...) la Corte constata que la única línea de investigación adoptada por Honduras fue la tendiente a 
individualizar a la persona relacionada con el supuesto hecho de amenaza que sufrió Vicky Hernández, 
y cuya única prueba se desprende de una declaración tomada a la madre de la víctima dos años 
después de ocurridos los hechos (...). Asimismo, las autoridades no tuvieron en cuenta en el marco 
de la investigación, los elementos que indicaban que el hecho podría estar vinculado con la identidad 
de género de la víctima, con la circunstancia de que ella era una mujer trans trabajadora sexual. 
Tampoco se tuvo en cuenta su actividad en defensa de las mujeres trans ni la posible participación de 
agentes estatales. Asimismo, las autoridades no tuvieron en consideración los indicios que apuntaban 
a una posible agresión o violencia sexual que podría haber sufrido Vicky Hernández (...), ni el contexto 
de discriminación y violencia contra personas LGBTI o el contexto de violencia policial en contra de 
personas LGBTI particularmente mujeres trans trabajadoras sexuales”. 

Corte IDH. Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021, párr. 108.

“A lo anterior se suma el hecho que, durante la etapa de la investigación del homicidio de Vicky 
Hernández, las autoridades hondureñas emplearon de manera sistemática estereotipos y prejuicios de 
género (...). En efecto, se ha mencionado supra que, en el marco de las diligencias de investigación, se 
hizo caso omiso de su identidad de género auto-percibida, y no se siguieron las lógicas de investigación 
de acuerdo a las cuales se podría haber analizado su muerte como una posible manifestación de 
violencia de género y discriminación debido a su identidad trans femenina.” 

Corte IDH. Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021, párr. 121.

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_422_esp.pdf


Dossier de jurisprudencia y doctrina N° 10: Mujeres y LGBTIQ+ privadas de libertad | 43

“De conformidad con lo anterior y atendiendo a una interpretación evolutiva, la Corte estima que 
el ámbito de aplicación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer se refiere también a situaciones de violencia basada en su género contra las 
mujeres trans, como sucede en este caso”. 

Corte IDH. Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021, párr. 133.

“Por otra parte, la Corte recuerda que, al aplicar este Tratado, desarrolló la noción de debida diligencia 
reforzada. Esto implica aplicar una perspectiva de género en la investigación y juzgamiento de casos 
de violencia cometida contra las mujeres, incluyendo la violencia contra las mujeres trans, así como 
evitar la impunidad crónica que envía un mensaje de tolerancia y permite la repetición de los hechos. 
El fin del tratado es lograr la erradicación a futuro de este fenómeno que tiene raigambre estructural 
en nuestras sociedades”. 

Corte IDH. Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021, párr. 134.

“(...) la Corte dispone que el Estado, en un plazo razonable y por medio de funcionarios capacitados en 
atención a víctimas de discriminación y violencia contra personas trans, deberá promover y continuar 
las investigaciones amplias, sistemáticas y minuciosas que sean necesarias para determinar, juzgar 
y, en su caso, sancionar a las personas responsables del homicidio de Vicky Hernández, evitando 
la aplicación de estereotipos discriminatorios y la realización de cualquier acto que pueda resultar 
revictimizante para sus familiares. Dicha investigación deberá seguir líneas de investigación 
específicas respecto a la identidad de género de la víctima y la posibilidad de que su homicidio 
estuviese relacionado con dicha identidad y/o su trabajo como defensora de los derechos de las 
personas LGBTI y trabajadora sexual, así como respecto de la posibilidad de que se hayan cometido 
actos de violencia sexual en su contra. Además, deberá conducirse de forma objetiva, sin partir 
de una concepción preconcebida en cuanto a la ausencia de participación de agentes estatales. 
Dicha investigación deberá desarrollarse, asimismo, de conformidad con los protocolos especiales 
de investigación que el Estado deberá adoptar (...). Del mismo modo, el Estado deberá determinar 
las responsabilidades administrativas, disciplinarias o penales de los agentes y servidores públicos 
responsables de las negligencias y errores cometidos en la investigación del caso de conformidad con 
el derecho aplicable”. 

Corte IDH. Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021, párr. 152.
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Deber de debida diligencia en la investigación de violencia sexual y tortura contra 
LGBTIQ+

“(...) este Tribunal concluye que el Estado no actuó con la debida diligencia para investigar la tortura 
sexual de la presunta víctima. Las circunstancias que rodearon las distintas declaraciones prestadas 
por la señora Rojas Marín, especialmente la diligencia de inspección y reconstrucción judicial, 
constituyeron actos de revictimización. Además, el examen médico fue realizado después de las 72 
horas y no presentaba una interpretación de relación probable de los síntomas físicos y agresiones 
relatadas por la presunta víctima. Aunado a lo anterior, se omitió la realización de prueba y no se aseguró 
de forma inmediata la vestimenta de la presunta víctima y la vara policial posiblemente utilizadas 
para someterlas a pericias. Asimismo, la investigación no examinó la discriminación por razones de 
orientación sexual o de expresión de género como un posible motivo de la tortura. Adicionalmente, 
durante la investigación diversos agentes estatales utilizaron estereotipos discriminatorios que 
impidieron que se examinaran los hechos de forma objetiva”. 

Corte IDH. Azul Rojas Marín y otras vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020, párr. 205.

“(...) el Estado deberá tener en cuenta los criterios establecidos en los instrumentos internacionales 
en materia de tortura, así como los estándares desarrollados en esta Sentencia y en la jurisprudencia 
de la Corte. En este sentido, (...) deberá tener en consideración que la debida diligencia en casos 
de violencia sexual y tortura contra personas LGBTI implica la adopción de medidas especiales y 
el desarrollo de un proceso con miras a evitar su revictimización, (...)  respecto del personal de 
salud, público o privado, (...): i) los exámenes médicos practicados a la presunta víctima deben ser 
realizados con consentimiento previo e informado, sin la presencia de agentes de seguridad u otros 
agentes estatales, evitándose, en la medida de lo posible, más de una evaluación física; ii) al tomar 
conocimiento de actos de violación sexual, es necesario que se realice de inmediato un examen 
médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo 
que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; 
iii) dicho examen deberá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos específicamente a 
documentar evidencias en casos de violencia sexual, y iv) en los peritajes psicológicos y/o psiquiátricos, 
los médicos deberán abstenerse de indagar sobre los antecedentes sexuales de la víctima y, en 
general, utilizar estereotipos de orientación sexual o expresión de género”. 

Corte IDH. Azul Rojas Marín y otras vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020, párr. 243.

“Por último, en lo que atañe a los funcionarios públicos que se desempeñan en la administración 
de justicia, (...) al menos los siguientes criterios: i) los operadores de justicia no podrán incurrir en 
malos tratos o discriminación hacia las víctimas y deberán respetar la orientación sexual y expresión 
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de género de todas las personas; ii) las presuntas víctimas y testigos, especialmente aquellos que 
pertenezcan a la población LGBTI, deben poder denunciar delitos en espacios en los que sea posible 
garantizar su privacidad, y iii) se deben diseñar métodos para identificar indicios de si la violencia 
sexual y tortura fue cometida con base en prejuicios hacia las orientaciones sexuales, identidades o 
expresiones de género no normativas”. 

Corte IDH. Azul Rojas Marín y otras vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020, párr. 244.
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XI.	 DEBIDA DILIGENCIA Y PLAZO RAZONABLE DE LA INVESTIGACIÓN

“Han transcurrido más de 44 años desde que ocurrieron las desapariciones forzadas de los señores 
González González y Tassino Asteazú y, respecto de la indagación de las muertes de Laura Raggio, Silvia 
Reyes y Diana Maidanik, más de 36 años, contados a partir de que Uruguay aceptó la competencia de 
esta Corte (...). Esos tiempos sobrepasan parámetros de razonabilidad. Las demoras más prolongadas, 
en forma evidente, se produjeron, durante varios años, con anterioridad a 2006, y por aplicación de la 
Ley de Caducidad. La falta de diligencia para evitar dilaciones producidas por la presentación abusiva 
de recursos judiciales, en la investigación sobre las muertes de Diana Maidanik, Silvia Reyes y Laura 
Raggio, también fue un factor relevante en la demora”. 

Corte IDH. Caso Maidanik y Otros Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 15 de 
noviembre de 2021, párr. 173. 

“La Corte, teniendo en cuenta lo ya dicho, entiende que no es necesario examinar otras etapas o 
aspectos de las actuaciones, como tampoco ahondar en el escrutinio de los factores que generaron las 
demoras, ya que resulta claro que las más extensas y relevantes tuvieron por base una conducta estatal 
injustificada. Después de los numerosos años transcurridos, todavía los familiares de las víctimas 
no conocen el paradero de los señores González González y Tassino Asteazu. Sus desapariciones 
forzadas, así como las ejecuciones extrajudiciales de Diana Maidanik, Silvia Reyes y Laura Raggio, no 
han sido esclarecidas, ni determinadas las responsabilidades correspondientes”. 

Corte IDH. Caso Maidanik y Otros Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 15 de 
noviembre de 2021, párr. 174. 

“En lo que respecta a la conducta de las autoridades judiciales, ya se ha determinado, considerando 
el reconocimiento estatal, que hubo diversos aspectos en que la conducta estatal no siguió pautas 
de debida diligencia. Asimismo, la Corte advierte que existieron retrasos en las investigaciones que 
obedecieron a la inactividad de las autoridades21. (...) Al respecto, este Tribunal nota que el Estado 
no actuó con la diligencia debida a fin de localizar al Vicerrector y someterlo a proceso. “. 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de junio de 2020, párr. 184.

21.   En cuanto a los hechos, surge de la sentencia que “(l)a investigación se inició en diciembre de 2002 y la prescripción de la acción penal fue declarada 
el 18 de septiembre de 2008 (…). De los cerca de cinco años y nueve meses que duró el proceso penal, no consta actividad alguna entre el 5 de octubre 
de 2005, cuando se suspendió el proceso (…), y el 18 de septiembre de 2008, cuando se declaró la prescripción de la acción penal. Si bien la suspensión 
del proceso implica, precisamente, el cese de actuaciones, en este caso el Estado ha reconocido que el imputado permanecía prófugo y que las autoridades 
estatales no realizaron acciones para que pudiera ser ubicado, lo que motivó que se declarara prescripta la acción (…). Además, antes de eso, el último acto 
en que autoridades estatales adelantaron acciones fue el 22 de septiembre de 2004, cuando se dispuso el aumento del monto de la caución calificada a favor 
del imputado”, párr. 184.
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“En el presente caso, tratándose de una niña víctima de violencia sexual, las autoridades 
judiciales tendrían que haber obrado con mayor diligencia en el marco de las investigaciones y de 
los procedimientos judiciales sobre los hechos del presente caso. Lo anterior se debe a que de la 
celeridad de esas actuaciones judiciales dependía el objetivo primordial del proceso judicial, el cual 
era investigar y sancionar al responsable de la violencia sexual sufrida por ella, que era un funcionario 
público, como así también contribuir a que los familiares conocieran la verdad sobre lo ocurrido a 
Paola y que se pusiera fin a las humillaciones y a los estigmas y prejuicios denigrantes relacionados 
con ella que seguían afectándolos (…). Ese objetivo no pudo lograrse y el transcurso del tiempo derivó 
en la prescripción de la acción penal y la consecuente impunidad de los hechos. Teniendo en cuenta 
lo anterior, la Corte considera que se encuentra suficientemente probado que la prolongación de las 
investigaciones y del proceso en este caso incidió de manera relevante y cierta en la situación jurídica 
de los familiares de Paola Guzmán, por cuanto al retrasarse la resolución judicial del caso, se afectó 
el desarrollo diario de sus vidas, así como la posibilidad de conocer la verdad de lo ocurrido”. 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de junio de 2020, párr. 186.

“Por lo dicho, considerando el reconocimiento estatal de falta de diligencia para la aprehensión del 
Vicerrector y, siendo que no constan acciones sustantivas de investigación desde el 22 de septiembre 
de 2004 (…), es atribuible a las autoridades estatales la inactividad durante al menos cuatro años 
de los cerca de seis que duró el proceso. Ello basta para considerar vulnerado el plazo razonable en 
las actuaciones”. 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de junio de 2020, párr. 187.

“Teniendo en cuenta los aspectos reconocidos por el Estado, este Tribunal nota que se produjo en 
el caso una lesión al derecho de acceso a la justicia de las familiares de Paola Guzmán Albarracín, 
derivando en la impunidad, por la prescripción de la acción penal, que fue consecuencia de la 
inacción estatal, especialmente en la falta de diligencia en la detención del procesado rebelde. Los 
actos impunes, además, fueron cometidos por un funcionario público y comprometían en forma 
directa la responsabilidad internacional del Estado por violaciones a derechos humanos, inclusive 
el derecho a vivir una vida libre de violencia. El Estado, también por ese motivo, debía actuar con 
diligencia estricta en la investigación, como una de las acciones tendientes a subsanar, mediante la 
aplicación de las consecuencias legalmente establecidas, el hecho ilícito internacional”. 

Corte IDH. Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 24 de junio de 2020, párr. 201.
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